[image: image1.wmf]
Provincia de Buenos Aires 

Honorable Cámara de Diputados


PROYECTO DE LEY
El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de       

LEY

ARTÍCULO 1°. La presente Ley  tiene como objeto que la prestación integral de salud a toda víctima de violencia familiar, asentada en el registro de denuncia de violencia familiar de la Procuración General de la Suprema Corte de Justicia, sea brindada por el Instituto de Obra Médico Asistencial (I.O.M.A.), Obras Sociales, empresas de medicina prepaga, Hospitales públicos provinciales y municipales.
 ARTÍCULO 2°. El Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires arbitrará dentro de los 90 días de la promulgación de la presente ley, las medidas conducentes bajo los protocolos que debe seguir obligatoriamente el sistema de salud provincial, a fin de asegurar a todos los ciudadanos víctimas de violencia familiar el acceso a la prestación integral de salud.
 ARTÍCULO 3°. La asistencia psíquica, psicológica, farmacéutica, clínica a la víctima será brindada, bajo un Programa de Atención a la Víctima de Violencia Familiar, por el Instituto de Obra Médico Asistencial (I.O.M.A.), Obras Sociales y empresas de medicina prepaga que presten servicios dentro del ámbito de la Provincia de Buenos Aires, quienes deberán incluirla dentro del Programa Medico Obligatorio.

ARTÍCULO 4°. El Instituto de Obra Medico Asistencia (I.O.M.A.), Obras Sociales y empresas de medicina prepaga, en el Programa de Atención a la Víctima de Violencia Familiar, deberán contemplar protocolo médico - asistencial, equipo interdisciplinario, empadronamiento, historias clínicas especializadas, registro digitalizado de acciones asistenciales y preservación de la identidad de la víctima.
ARTÍCULO 5. Los Hospitales Públicos Provinciales y Municipales deberán contar con equipos de profesionales interdisciplinarios, a los fines de brindar asistencia integral de salud a la víctima de violencia familiar que no posea cobertura médica, contemplando protocolo medico - asistencial, empadronamiento, historias clínicas especializadas, registro digitalizado de acciones asistenciales y preservación de la identidad de la víctima.

 ARTÍCULO 6°.  Comuníquese al Poder Ejecutivo.

 
FUNDAMENTOS
El presente proyecto tiene como objeto la homogenización y estandarización de los servicios involucrados en la atención de los casos de víctimas de violencia familiar, que incluya a toda prestadora de salud pública, como privada y consecuentemente la incorporación en el Programa Médico Obligatorio.
Se entiende por violencia familiar, toda acción, omisión, abuso, que afecte la integridad física, psíquica, moral, sexual y/o la libertad de una persona en el ámbito del grupo familiar, aunque no configure delito, según entiende la Ley provincial Nº 12.569.

Actualmente, la participación interdisciplinaria de atención a la víctima de violencia familiar, con equipos integrados por médicos, enfermeros, psicólogos, trabajadores sociales, es brindada en todos los hospitales públicos de la Provincia, tanto a largo plazo como en los casos de emergencia según lo señala la resolución Nº 304/07 del Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires, estas actividades están siendo efectuadas en base a un protocolo que obligatoriamente deben seguir el Sistema de Salud Provincial.

Todo agente de salud privado deberá conformar equipos de profesionales interdisciplinarios, acatando el protocolo de salud ya establecido para estos casos en los hospitales públicos de la Provincia, contemplando empadronamientos, historias clínicas especializadas, registros digitalizados de acciones asistenciales, que permitan la interacción con la Justicia, para si lograr eficacia en el abordaje de la problemática del presente proyecto.
Si bien en muchos casos, aquel ciudadano que tiene esta problemática es atendido por su prestadora médica en caso de emergencia, cubriéndole tanto lesiones, como en atención psicológica, ello se hace de manera aislada, careciendo de un trabajo integral de atención dentro de cada prestadora de salud, llámese IOMA, obra social o medicina prepaga, que ataque consistentemente el cuadro de esta situación.

Considero que con el presente proyecto de Ley, se y dará solución a este problema, con mayor eficiencia y maximizando recursos, con el objetivo claro en el abordaje integral del conflicto, no como un hecho aislado, sino como una totalidad.
La inclusión de la asistencia integral de salud a la víctima de violencia familiar en las prestadoras de salud, posibilita la intervención de los profesionales de cabecera, permitiendo un aporte sustancial sin necesidad de comenzar de cero su tratamiento, abordando la problemática dentro de su historial médico y no como actos aislados de diferentes situaciones de salud física y psicológica.
La víctima de violencia familiar será contenida dentro de su prestadora de salud, sin la necesidad de concurrir a un hospital público con el fin de ser atendido de manera integral ante una situación de violencia familiar.
Resulta fundamental incrementar el grado de compromiso de los distintos sectores a fin de combatir la violencia familiar desde un mejor conocimiento de sus causas y consecuencias.
El sector de la salud a nivel mundial está especialmente interesado en la prevención de la violencia y tiene un papel clave al respecto. Un requisito básico para afrontar el problema de la violencia de manera integral es que las personas trabajen juntas en asociaciones de todo tipo, y a todos los niveles, para elaborar respuestas eficaces.

Esta debe ser una medida que debe sumarse a todas aquellas que han sido tomadas fundadas en los preceptos de la Organización Mundial de la Salud, según los cuales la violencia familiar es una problemática social básica.

“Resolución WHA49.25 - 49ª Asamblea Mundial de la Salud.

Prevención de la violencia: una prioridad de salud pública
Enterada con gran preocupación del espectacular aumento de la incidencia de los traumatismos causados intencionalmente en todo el mundo a personas de todas las edades y de ambos sexos, pero especialmente a las mujeres y los niños;

Haciendo suyo el llamamiento formulado en la Declaración de la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social para que se adopten y apliquen políticas y programas específicos de salud pública y servicios sociales encaminados a prevenir la violencia en la sociedad y mitigar sus efectos; Haciendo suyas las recomendaciones formuladas en la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (El Cairo, 1994) y en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995) para que se aborde urgentemente el problema de la violencia contra las mujeres y se determinen sus consecuencias para la salud; Recordando la Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de la violencia contra la mujer…; Reconociendo las graves consecuencias inmediatas y futuras a largo plazo que la violencia tiene para la salud y para el desarrollo psicológico y social de los individuos, las familias, las comunidades y los países; Reconociendo las consecuencias cada vez más importantes de la violencia en los servicios de salud en todas partes, así como su efecto perjudicial en los escasos recursos sanitarios para los países y las comunidades; reconociendo que los agentes de salud se encuentran con frecuencia entre los primeros que ven a las víctimas de la violencia, tienen una capacidad técnica sin igual y gozan de una posición especial en la comunidad para ayudar a las personas expuestas a ese riesgo; Reconociendo que la OMS, como principal organismo encargado de coordinar la labor internacional de salud pública, tiene la responsabilidad de desempeñar una función de liderazgo y orientación para con los Estados Miembros en el desarrollo de programas de salud pública encaminados a prevenir la violencia ejercida tanto contra uno mismo como contra los demás,

1. DECLARA que la violencia es un importante problema de salud pública en todo el mundo;

2. INSTA a los Estados Miembros a que evalúen el problema de la violencia en sus territorios

y comuniquen a la OMS la información de que dispongan sobre ese problema y su manera de afrontarlo;

3. PIDE al Director General que, en la medida en que lo permitan los recursos disponibles, emprenda actividades de salud pública para abordar el problema de la violencia, con objeto de:

1) caracterizar los diferentes tipos de violencia, definir su magnitud y evaluar las causas de la violencia y sus repercusiones de salud pública, incorporando asimismo en el análisis una perspectiva basada en las diferencias entre los sexos;
2) evaluar los tipos y la eficacia de las medidas y programas destinados a prevenir la violencia y mitigar sus efectos, prestando especial atención a las iniciativas de orientación comunitaria;

3) promover actividades para resolver este problema a nivel tanto internacional como de país, inclusive medidas tendentes a:

a) mejorar el reconocimiento, la notificación y la gestión de las consecuencias de la violencia;

b) promover una mayor participación intersectorial en la prevención y la gestión de la violencia;

c) promover investigaciones sobre la violencia dándoles prioridad entre las investigaciones de salud pública;

d) preparar y difundir recomendaciones para programas de prevención de la violencia a nivel de nación, Estado y comunidad en todo el mundo;

4) asegurar la participación coordinada y activa de los programas técnicos apropiados de la OMS;

5) Reforzar la colaboración de la Organización con gobiernos, autoridades locales y otras organizaciones del sistema de las Naciones Unidas en la planificación, la aplicación y el seguimiento de programas sobre la prevención y la mitigación de la violencia…”
El estado al ratificar los tratados de derechos humanos acepta libremente asumir la responsabilidad de garantizar que los individuos puedan disfrutar de los beneficios del derecho a la salud y tomar así las medidas que deriven en una solución superadora de la problemática.
La salud no debe describe simplemente en términos de necesidades, por cuanto es un derecho ampliamente amparado por nuestra Constitución Nacional y Provincial. 
Debemos tomar como base y con el objeto del bien de la comunidad en su máxima expresión, lo que refleja los principios plasmados tanto en la Constitución Nacional como nuestra Constitución Provincial referido a la materia.
- Constitución de la Nación Argentina:

“Artículo 42: Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno.

Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios.

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control.”
- Constitución de la Provincia de Buenos Aires.: 

“Artículo 12.- Todas las personas en la Provincia gozan, entre otros, de los siguientes derechos:

1) A la vida, desde la concepción hasta la muerte natural.

2) A conocer la identidad de origen.

3)  Al respeto de la dignidad, al honor, la integridad física, psíquica y moral.

4) A la información y a la comunicación.

5) A la inviolabilidad de los documentos privados y cualquier otra forma de comunicación personal. La ley establecerá los casos de excepción en que por resolución judicial fundada podrá procederse al examen, interferencia o interceptación de los mismos o de la correspondencia epistolar.”
Para poder erradicar este flagelo es necesario involucrar a la sociedad toda y sus instituciones, no solo públicas, sino privadas, resultando fundamental los aportes que puedan brindarse con una atención responsable, actuación consensuada, de forma rápida y eficiente, por parte de las prestadoras de salud, obras sociales y empresas de medicina prepaga.

Por lo expuesto, solicito a los señores legisladores acompañen el presente proyecto de ley.
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